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y si, para ejercitar dicho derecho inviolable, debe la penona
constituirte previamente en prisión incondicional, y cIescIe alll
dirigir su defensa, a pesar de ser los car¡os no solamente no
demostrados sino totalmente faltos de fund8mento fktico, dificil..
mente podrá ejen:itarse tales derechos al propio tiempo de que se
le priva de libertad.

Tennioó suplicando la nulidad de las resoluciones judiciales
recurridas con ~nocimiento de su derecho a comparecer,
medisnte AboBado y Procurador, en el sumario 7/198' del JUZIlldo
Central de InstruCClón nún!. 3 para que se notifi<lue el Auto de su
procesamiento y poder hacer uso de los recursos lepIes y proponer
la ¡rictica de las pruebas exculpatorias que estime pertinentes para
su defensa.

6. Solicitó e! Ministerio Fiscal, en su escrito de 10 de abril la
desestimación del amparo solicitado, formulando las si¡uientes
razones, sucintamente expuestas. _

La pretensión del 'demandante ha de cIecaer conforme a la
doctrina establecida en la Sentencia 87/1984, de 27 dejulio, recalda
en asunto tan próximo al aquí contemplado, que pudo concurrir
causa de inadmisión, que abora seria de desestimación, ya que
ambos son sustancialmente ~nticos.

La L.E.Cr. parte, en esta materia, del principio de sujeción del
acusado al procedimiento. Su comparecencia personal en e! proceso
no es un derecho ni una caIp sino un deber jurídico que la Ley le
impone, ya que e! acusado debe estar en persona a disposición de
los Tribunales hasta e! punto de que si no comparece, ni justifica
causa lesftima que se lo impida, su citación llUede convertirae,
conforme al art. 487 de la L.E.Cr., en orden de cletención. Una vez
llamado y buscado por requisitoria, su incomparencia, cuando
hubiera transcurrido e! tmnino fijado en aquélla y no fuere habido
o presentado ante e! órpno judiCIal, impone a éste la obliaación de
declarar -«será declarad"", dice el art. 834 de la UCr.- la
situación de rebeldía, que si se produce durante la tramitación del
sumario, como ha sucedido en el presente caso. conlleva la
continuación de la causa hasta que se declare terminado aqua, .
suspendiéndose su curso, como ordena el arto 840 de la L.E.Cr. Sólo
se abrirá nuevamente si e! declarado rebelde te presenta o es
habido, para continuarla sesún su estado, como dispone e! art. 846
de la L.E.Cr., de tal mildo que no puede celebrarse e! juicio oral
para el procesado rebelde (arta. 840 Y 841 de la L.E.Cr.), pues en
nuestro procedimiento penal ordinario por delito no existe la
condena en rebeldia. . .

Las resoluciones judiciales impusnadas no _n al solici­
tante del amparo el derecho a ejerettar y orpnizar su defensa como
más le conviniere, pero sí le exigieron como imprescindible
requísito previo que compareciera penonalmente presentándose
ante el Juez del sumario.

Concluyó el Ministerio Fiscal, después de analizar e! contenido
de la Sentencia citada, con la afirmación de que la exi¡encia de
com~ciapenonal, impuesta al demandante por las resolucio­
nes judiciales recurridas, no es in'azonable y, por ello, no incide en
la VIolación constitucional pretendida por el mismo.' .

7. Por providencia del 24 de septiembre de 1986, señaló para
deliberación y votación el lila 12 de noviembre, quedalldo con'
cluida e! 19 sisuiente.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El problema planteado en el presente recurso consiste en
determinar si e! procesado en un proceso penal ordinario por
delito, que se eneuentra en situación de rebeldía, tiene el derecho
constitucional a penonarse en e! sumario por medio de Procurador
a fin de conocer e! Auto de procesamiento, interponer contra él los
recursos procedentes, pedir la ¡rictica de pruebas y, en aenera!,
intervenir en e! sumario con los medios lepIes que estime
convenientes a su defensa, todo ello sin dejar de estar en rebeldia.

Estos derechos son nesados ¡:K!I' las resoluciones judiciales
recurridas, las cuales exigen la condición previa de que el procesado
cese en su situación de rebeldía, compareciendo penonalmCnte
ante el Juez Instructor. Frente a ellas el demandante a1esa resultado
de indefensión, prohibido por el arto 24.1 de la C.E.

2. Dicho problema es objetivamente idéntico al que fue
planteado en el recurso de amparo 643/1983, y resuelto por la
Sentencia 8711984, de 27 de julio.

Sala Primera. Recurso de amparo núm. 1.08711985.
Sentencia núm. 150/198ó. de 27 de noviembre.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don FranctSCO
Rubio Uorente, don Luis Diez-Picazo y Ponce de León, don
Antonio Truyol Serra, don Euaenio Diez Eimil y don Mi8uel
Rodríguez·Piñero y Bravo-Ferrer, Masístrados, ha pronunciado

Siauíendo las líneas conceptuales que fundamentan la Sentencia
citada procede aqul reiterar que el derecho a la tutela judicial
efectiva no es un derecho absoluto susceptible de ser ejercitado en
todo caso y al maraen del proceso legalmente establecido, sino qur
se ha de e,jercer dentro de éste Y con eumplimiento de sus
requisitos, mterpretados de manera JlIZOnable que no impida
limitación sustancial del derecho de defensa.

El proceso ordinario por delito está resfdo por el principio de
sujeción del acusado al procedimiento, que impone a éste el deber
juridico de la comparecencia penonal. Una de las concreciones de
dich? J?riDcipio se realiza en el procedimiento contra reos ausentes,
~o. en el titulo VII del libro IV de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal, comprensivo de los arlS. 834 a 846. En él se establece la
llamada y búsqueda por requisitoria del procesado que no se
encuentra a disposición del Juez o Tribunal que conoce de la causa
y, si al1érmino fiiado en la requisitoria no comparece o no es
habido o ~ntaáo ante la autoridad judicial. ha de ser declarado
en situación de rebeldía, la cual determina la suapensión de la
ea~ una vez tenninado el sumario, y que no se proceda a su
reapertura basta que el rebelde se presenta o es habido, pues en
nuestro proceso penal ordinario no existe condena de ausentes.

Las resoluciones judiciales aquí recurridas no niesan al solici­
tante de amparo que comparezca en el sumario y ejercite sus
medios de defensa, sino que le imponen e! requisito previo de su

. comparecenciapenonal ante el Juez que instruye e! sumario.
La razonabilidad y no incidencia sustancial en el derecbo de

defensa de esta exi¡encia previa han sido ya reconocidas y
cIeclaradas en la citada Sentencia con fundamento, respecto a la
primera, en el deber del acusado de someterse penonalmente al
proceso penal en prantia de! mejor esclarecimiento de los becbos
y del cumplimiento coactivo de la pena que pueda imponerse, y,
respecto a la sesunda, en que la suspensión de la causa, mientras
dura la situación de rebeldía, impide que e! procesado sea conde·
nado en su ausencia y le permite ejercitar su derecho de defensa,
cuando se proceda a su reapertura por haberse P.tesentado o ser
habido. pudiendo en este momento aportar al Tnbunal sentencia­
dor todas las alesaciones y pruebas pertinentes que decida utilizar
frente a la acusación.

Debe, además, considerarse que la situación de indefensión que,
en la fase sumarial, soporta el procesado rebelde, no es imputable
al Juez Instructor, sino a la contumacia del procesado, el euaI puede
hacer cesar aquella situación desde el mismo momento en que se
ponsa a disposición de la acción de la justicia y sabido es que carece
de relevancia constitucional la indefensión que se origina y
depende de la voluntad propia, aunque ésta vensa condicionada en
su libre ejercicio por circunstancias de hecho coyunturales, como
son enfermedad. cumplimiento de obliaaciones en el extranjero u
otras análosas. por ser las mismas intrascendentes a los efectos de
este proceso.

ProcecIe, en su consecuencia, concluir que la exi¡encia de la
comparecencia penonal del t>roeesado rebelde para que éste se
persone en el sumario en defensa de sus derechos no vulnera el
derecho prantizado por el art. 24.1 de la Constitución y debe, por
ello, deneaarse .el amparo solicitado con imposición de costas y
multa.porla temeridad litisosa que entraila el promover un recurso
con una pretensión que ha merecido ya un pronunciamiento
desestimatorio en Sentencia de este Tribunal.

FA.LLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR
LA AUTORIDAD OUf. LE CONFIERE LA CONSTITUClON
DE LA NACION ESl'ANOLA

Ha decidido:

Desestimar la demanda de amparo presentada por don Evaristo
Segur Piferrer, con imposición al mismo de costas y multa de
SO.OOO pesetas.

Publíquese esta Sentencia en el «Iloletin Oficial del Estado•.

Dada en Madrid, a 26 de noviembre de I 986.-Francisco Tomás
y Valiente.-Francisco Rubio Uorente.-Luis Diez-Picazo y Ponee
de León.-Antonio Truyol Serra.-Euaenio Díaz Eimil.-Miguel
Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Firmados y rubricados.

EN NOMBRE DEL REY
la sisuiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.087/198', promovido por
«Inmobiliaria Marsú, Sociedad AnónilIllllt, representada por el
Procurador don Francisco Alvaroz del Valle Garcia, y defendida
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por el letrado don Agustln Martínez lebrato, contra Sentencia de
la Sala Quinta del Tribunal Supremo, relativa a indemnización que
corresponde por expropiación, que resolvió recurso de apelaetón
contra Sentencia de la Sala Teteera de lo Contencioso-Administra­
tivo de la Audiencia Territorial de Madrid.

Han sido partes el Ministerio Fiscal y el letrado del Estado, y
Ponente el Magistrado don Antonio Truyol Serra, quien expresa el
parecer de la Sala.

L ANTECEDENTES

l. Por escrito presentado en el Re¡istro de este Tribunal el 30
de noviembre de 1985, don Francisco A1varez del Valle, Procura­
dor de los Tribunales, interpuSO, en nombre de «Inmobiliaria
Margú, Sociedad AnóllÍmJl», recurso de amparo contra la Sentencia
del 26 de septiembre de 1984, dictada por la Sala Quinta del
Tnbunal Supremo, que resolvió el recurso de apelación contra la
Sentencia de 3 de mayo de 1982 de la Sala Tercera de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de
Madrid.

2. Los antecedentes, que están a la base del presente recurso
son los siguientes:

a) La Entidad «Inmobiliaria MarKú. Sociedad Anónima», es
propietaria de las fincas 100 y 102 de fa caI1e López de Hoyos, de
Madrid, incluidas en el Re¡ístro Municipal de Solares de Inmue­
bles de Edificación Forzosa, y obtuvo licencia de derribo Y
edificación de nueva tinca. Al no lleprse a un acuerdo con la
inqutlina doña Eu1aIia Carra¡aI, fue valorado el derecbo de
arrendamiento de la vivienda ocupada por la misma por el Jurado
Pro,indal de Expropiación Forzosa en la suma de 294.000 pesetas.

b) Interpuesto recurso de a~lación por la inquilina ante la
Audiencia Territorial de Madrid, la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la misma dietó Sentencia de fecba 3 de mayo de
1982, elevando la cantidad a 1.764.000 pesetas.

c) Interpuesto contra esta resolución recurso de apelación por
el Abogado del Estado ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo,
ésta, por Sentencia de 26 de septiembre de 1984, revocó la anterior
y fijó la indemnización en 920.281 pesetas.

d) Con fecba de 21 de noviembre de 1985, «Inmobi1iaria
Margú, So-.--iedad Anónima», recibió de la Gerencia Municipal de
Urbanismo del Ayuntamiento de Madrid escrito de fecba 7 de
noviembre, por el que se comunica al representante ICfII de la
referida Inmobiliaria la cantidad que debe satisfacer a la mquilina
en virtud de Sentencia del Tncunal Supremo, de fecba 26 de
septiembre de 1984, requiriéndole para que comparezca el 20 de
noviembre, al objeto de bacer efectiva la cantidad de 696.281
pesetas, diferencia entre la cantidad fijada por el Jurado Provincial
de Expropiación y la establecida por la Sentencia del Tribunal
Supremo. .

e) «Inmobi1iaria MarKú. Sociedad Anónima», expresa que, a
pesar de ser parte interesada -le corresponde el pago de la
indemnización-, no fue ni emplazada en los autos del l?rocedi­
miento contenCIOSO, ni le ban sido notificadas la SenteDC18 de la
Audiencia Territorial de Madrid ni la del Tribunal Supremo, y tuvo
conocimiento de ésta última a través del escrito de la Gerencia de
Urbanismo.

3. En cuanto a la fundamentación juridica, la aclora, tras
considerar violado el art. 24.1 de la. Constitución. afirma, con base
en Sentencias de este Alto Tribunal que cita (Sentencias de 12 de
mayo de 1982, 22 de abril de 1981 Y23 de julio de 1981), que «la
tutela efectiva supone que los interesados sean oídos y tengan
derecho a una decisión fundada en derecho, sea favorable o
adversa».

Asimismo, afirma que «Inmobi1iaria Marsú, Sociedad Anó­
nima», afectada en sus Intereses económicos por la Sentencia que
recurre, «110 fue notificada de la existencia del procedimiento que
sólo pudo conocer a través de averiguaciones a las que no estaba
obligada», invocando a tal efecto la doctrina de este Tribunal en
sede de emplazamiento penonal en el proceso contencioso-admi­
nistr.tivo, con cita de las Sentencias 63/1982, de 20 de octubre, y
la de 31 de marzo de 1981.

Terminó SUrlicando que se declare por este Tribunal que ha
sido violado e derecho a la defensa de «Inmobiliaria Margó,
Sociedad Anóni"""" y, en conaecuencia, la nulidad de las Senten­
cias de la Audiencia Territorial de Madrid Ydel Tribunal Supremo,
así como de todo lo actuado. reconociéndole el derecho a no ser
condenada sin ser oída en el procedimiento.

Por otrosi solicitó la suspensión de la ejecución de las Senten­
cias objeto del presente recurso.

4. Por Providencia de 22 de enero de 1985, la Sección Tercera
acordó admitir a trámite la demanda de amparo. En aplicación de
lo dispuesto en el art. 52 de la ley Orgánica del Tribunal
Constitucional, recabó del Tribunal Supremo la remisión de las
actuaciones del recurso de a¡;>elación núm. 54.865, y de la Sala de
lo Contencioso-Administratlvo de la Audiencia Territorial de

Madrid la de las actuaciones del procedimiento contencioso­
administrativo tamitado bajo el núm. '76/1980, instando asimismo
que se emplazará a quienes bubieran sido parte en el indicado
procedimiento para que, en el plazo de diez días, pudieran
comparecer ante el Tribunal Constitucional en el recurso de
amparo.

S. La Sección, por providencia de 5 de marzo de 1985, tuvo
por presentado el escrito del Abogado don Fernando Vega Conde,
en nombre de doña Eulalia Carragal Fernández, y acusó recibo a la
Sala Quinta del Tribunal Supremo '1 a la Sala Tercera de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Madrid
de las actuaciones remitidas. Asimismo, de conformidad con lo
dispuesto en el art. 52.1 de la ley Orgánica del Tribunal Constitu­
cional, dio vista de las actuaciones a las partes Yal Ministerio Fiscal
para que en el plazo de veinte dlas presenten alegaciones, condicio­
nándose este trámite respecto de doña Eu1aIia Carragal a que se
subaane el defecto de postulación, personándose por medio de
Procurador con poder al efecto. .

6. El solicitante de amparo, por escrito re¡istrado en este
Tribunal el d1a 19 de marzo de 1986, tras ratificarse en los
razonamientos hechos en su escrito de demanda, especialmente en
lo expuesto en el fundamento de Derecho quinto, solicitó tener por
evacuado el trámite de alegaciones.

7. El Ministerio Fiscal, en su escrito de alegaciones re¡istrado
el d1a 21 de marzo, luego de fijar los hechos anteoedentes que
estimó convenientes y tras afirmar que en el presente caso se
hicieron los llamamientos edktables contemplados en el ano 60 de
la ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, pero no el
emplazamiento personal y directo de la propietaria del inmueble,
expone la doctrina de este Tribunal desde la inicial Sentencia
911981, perfilada posteriormente en el sentido de entender inexi..
tente la inderel1S1ón en aquellos supuestos en que la persona
interesada tuvo conocimiento extraproeesal de la reclamación en
tiempo hábil para defenderse y prefirió adoptar una actitud de
pasividad (Sentencia 117/1983), siendo preciso que conste de modo
fehaciente ese conocinuento (SentenCIas 119/1984 y 2, 3, 6 Y
181/1985), sin Q.Ue pueda tampoco alegarse indefensión en los
supuestos de actitud indiligente del interesado (Sentencias 56 y
83/1985 Y 108/1985). Según é~ en el caso presente no resulta que
la Empresa recurrente conociera la impugnación judicial, ni existen
datos que permitan afirmar con la solidez requerida que adoptó
una actitud claramente descuidada en la defensa de sus propios
intereses, por lo que, no emplazada personalmente, bay que
concluir en que no podo disponerse a la defensa de su derecho, ba
sido asraviada en su derecho fundamental a defenderse judicial­
mente y debe ser restablecida en el mismo, con la estimación del
amparo solicitado y la anulación de las Sentencias dietadas.

8. El letrado del Estado despachó. el trámite conferido,
evacuando sus alegaciones con fecha de re¡istro de 5 de abril de
1985; en él se pide la denegación del amparo solicitado.

En su escrito, tras lijar los hechos que consideró necesarios y
exponer la doctrina de este Tribunal sobre la interpretación del art.
64 de la ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, afirma
que en el presente caso fa Entidad aclora conoció la existencia de
los recursos contencioso-administrativos en cuya tramitación sos-­
tiene se lesionó su derecho a tutela judicial por falta de emplaza­
miento personal y directo (ex art. 24 de la Constitución). Sin
pelJuicio de la dil!cü verosimilitud que ofrecla -dice- el que se
hubiese alegado la total ignorancia por el recurrente de los
procedimientos contenciosos, es la propia parte actora la que
reconoce que del procedimiento existente «sólo pudo conocer a
través de averi¡uaciones a las que no estaba obligada». Por todo
ello, sostiene que resulta indudable que la no personación es
imputable a la falta de diligencia exigible (Sentencia 117/1983,
fundamento juridico 2."), concluyendo con que «Inmobiliaria
M~ Sociedad Anónima», «tuvo conocimiento -febaciente y
sufiClente-, por los propios términos de su escrito procesal, de la
interposición de los recursos, por lo que, desde la perspectiva
constitucional, no ba mantenido una actitud diligente en derensa de
sus derechos e intereses le¡ítimos que le baga merecedora del
amparo constitucional ante la falta de emplazamiento personal».

9. Por providencia de fecba 22 de enero de 1986, la Sección
acordó formar la correspondiente J>iezB para la tramitación del
incidente de suspensión de la ejecUCIón de la Sentencia impugnada.
Sustanciado que fue el incidente, con audiencia de las l?8fles, de
conformidad con el ano 56 de la ley Orgánica de este Tnbunal, se
dictó. con fecha 19 de febrero de 1986, Auto por el que se acordó
no haber lugar a la suspensión solicitada.

10. El examen de las actuaciones permite concretar los
siguientes datos:

a) El acuerdo del Jurado Provincial de Ex~piaciónForzosa
adoptado con fecha 13 de junio de 1979, que lijaba el justiprecio
del derecho arrendaticio expropiado, ponla en conocimiento del
hoy recurrente que contra el mismo cabía recuno de reposición en
el plazo de UD mes.

•
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b) Con fecha de 9 de noviembre de 1979, ellurado Provincial
desestimó el recurso de reposición interpuesto por la representa­
ción de doña Eulalia CaJTa¡aI. En dicha notificación se comunica
que contra dicho acuerdo cabe recurso contencioso-administrativo.
No consta que actuase la Entidad recutTente.

c) El recurso contencioso-adminiatrativo fue interpuesto por
la representación de la señora Camt¡al mediante escrito de 7 de
enero de 1980, contra los acuerdos del lurado Provincial de 13 de
junio y 2 de noviembre de 1979, por los que respectivamente se fijó
en 294.000 pesetas el juatiproclo del derecho arrendaticio extin-
suicio. .

d) Por provideJicia de 11 de enero de 1980 se tuvo por
interpuesto el recurso y se acordó anunciar su interposición en el
tdloletín Oficial» de la provincia, anuncio que servirá de emplaza­
miento de los posibles coadyuvantes y peraonas a cuyo favor
deriven derechos del acto recurrido.

e) Por escrito del Presidente del Jurado Provincial de ExJ"'O:
piaClón Forzosa de Madrid, de 28 de marzo de 1980, se remiti6 el
expediente administrativo a la Audiencia TerritDrial de Madrid.
Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo, en el que se
indentificaba a «Inmobiliaria Mu¡ú. Sociedad jUónimaJo, como
propietaria del inmueble anteriormente citado.

ll. Por providencia de 24 de septiembre de 1986 se acordó no
haber lugar a_tener por personada y parte en el procedimiento a
doña Eulalia C&rra¡¡aI, por no haber subsanado el defecto advertido
en la providencia de 5 de marzo pasado y declarar concluso el
recurso. Asimismo, se señaló, para deliberación y votación del
recurso el día 12 de noviembre siguiente, quedando la misma
concluida el día 19 siguiente.

11. FUNDAMENTOS JI.JlUDICOS

l. La cuestión planteada en el presente recurso consiste en
determinar si ha provocado indefensión a «Inmobiliaria Ma1¡ú,
Sociedad Anónima», en vulneración del arto 24.1 de la Constitu­
ción, el becho de que la solicitante de amparo no fuese emplazada
personalmente en el proceso resuelto por la Sentencia de la Sala
Tercera de lo ContenciolO-Administratlvo de la Audiencia Territo­
rial de Madrid de 3 de mayo de 1982, Y en e15'or recurso de
apelación resuelto por Sentencia de la Sala . ta del Tribunal
Supremo de 26 de septiembre de 1984, que fij el importe a pasar
por la actora en su condición de propietaria del inmueble situado
en la calle Upez de Hoyos, número 102, de Madrid, incluida en el
Re~stro Público de Solares e Inmuebles de Edificación Forzosa, a
la Inq,uiIina de dicho inmueble doña Eulalia CaJTa¡aI, por la
extinC1ón de su derecho arrendaticio. sobre el piso que habitaba.

2. Es doctrina constante y reiterada de este Tn"bunal Constitu­
cional, establecida a partir de la Sentencia núm. 9/1981 (funda­
mento juridico 6."), de 31 de marzo, y perfilada en otras muchas
posteriores, que los interesados en un proceso contencioso-admi­
nistrativo han de ser emplazados directa y personalmente, sin que
sea suficiente el emplazamiento por edictos previsto en el art. 64 de
la Ley de la lurisdicción Contencioso-Adntinistrativa, siempre que
ese emplazamiento sea posible porque dichos interesados sean
identificables por los datos que consten en el escrito de interposi­
ción del recurso, de la demanda, o del expediente administrativo.
La falta de emplazamiento~na1 en tales casos conatituye una
omisión del órpno judicial, que provoca la indell:nsión del
interesado y vulnera por tanto el art. 24.1 de la Conatitución.
También ha declarado este Tribunal que la falta de emplazamiento
peraonal es una infracción que sólo deviene lesión inconstitucional
cuando, pese a haber mantenido el ciudadano una actitud diligente,
se ve colocado en una situación de indefensión. Pero si tal
diligencia no existe, tampoco existe la lesión, como ocurre cuando
el recurrente no actuó en vía administrativa, desinteresándose de la
lesalidad O ilesalidad del pritpitivo acto administrativo (Sentencia
núm. 8111985, de 4 de julio, fundamento juridico 4.°); pues de otro
modo, la proteeclón ilimitada del derecho del no emplazado
«eonllevaria, en su automatismo, el saaificio del derecho a la tutela
judicial efectiva de quien, actuando de buena fe, fue parte en el
proceso contencioso-administrativo y se creía protegido por la paz
y seguridad juridica que implica la institución de la cosaj~
(Sentencia núm. 56/1985, de 29 de abril, fundamento juridico 4.").
Asimismo hemos afinnado (Sentencia 117/1983, de 12 de dicíem-

32276 Sala S~nda. Recurso de amparo núm. 602/1985.
SentencIa núm. 151/1986, de 1 de diciembre.

.La Sala Segunda del Trihun~1 Constitucional, compuesta por
dona Glona Begue Cantón, PreSidenta; don Angel Latorre Segura,
don Fernando García-~on y qonzá~z-Regueral. ~on Carlos de la
Vega Benayas, don Jesus Leguma Villa y don luiS López Guerra
Magistrados, han pronunciado '

bre, fundamento juridico 3.°; 119/1984, de 7 de diciembre, funda·
mento juridico 2. ; 2/1985, de 10 de enero, fundamento juridico 1.°,
Y otras posteriores) que cuando existe plena certeza de que los
afectados por el acto administrativo impugnado tuvieron conoci­
miento oportuno del proceso contencioso-administrativo de modo
tal que hubieran podido comparecer y ser nidos en é~ la pretensión
de amparo por falta de emplazamiento peraonal no llUCcIe prospe­
rar, puesto que en tales casos no cabe hablar de indefensión.

3. En el presente caso resuJta obvio que el acto impugnado en
el proceso contencioso-administrativo de que trae causa el presente
recurso reconocIa derecbos subjetivos en favor de la Entidad
«Inmobiliaria Mu¡ú. Sociedad An6nma». En consecuencia, a
tenor de lo dispuesto en el art. 29.1 b) de la Ley de la lurisdieción
Contencioso-Administrativa, la recutTente debió ostentar la condi­
ción de parte codemandada en aquel proceso, ya que, como ba
quedado acreditado en los antecedentes, era conocida e identifica­
ble por los datos que constaban en el expediente administrativo.
Sin embJulo, a los efectos de la declaración acerca de si existió la
alegada leSión conatituciona1, es~so averiguar si acaso incurrió
el recutTente en una actitud indiIigente. Del examen de las
actuaciones (antecedente 10.bl resulta que a la Entidad recurrente,
una vez que conoció el Acuerdo dellurado Provincial de Expropia­
ción Forzosa de 13 de junio de 1979, se le síguificó, en el Acuerdo
de fijación del justiproclo, que contra el mismo «podría interponer
recurso de reposición ante ellurado Provincial en el plazo de un
m..,.. Independientemente de que entendiera que no debia recurrir
dicho Acuerdo, que cumplimentó, abonando la indemnización que
en él se fijaha y no ignorando que era susceptible de ser revisado,
se desentendió del curso u1tenor de un asunlo que le afectaba
directamente. por cuanto era previsible, o cuando menos posible,
que la otra ~, en cambio, recurriera. Dicho desinterés personal
de «Inmobiliaria MllJlÚ, Sociedad Anónima», por la eventual
impugnación del primitiVO acto administrativo revela, desde la
perspectiva constitucional a la que hemos de cireunscribimos, una
actitud que ha de calificarse de indili8ente en la defensa de sus
derechos, que no cabe desconocer. A ello es preciso añadir, como
señala el Letrado del Estado, que la propia recurrente ha recono­
cido en su escrito de demanda, en relación con el posible
conocimiento de la tramitación del proceso contencioso-admini..
trativo, que sólo ",udo conocerla ... través de averiguaciones a las
que no estaha obli¡ada»; lo que confirma su falta de dilisencia, ya
que, prescindiendo de si el sentido literal de la frase apunta a que
efectivamente la conoció, y de que la Entidad hoy recurreote en
amparo tenia medios para conocer lo que ocurría, la lectura del
tdloletín Oficial» de la provincia correspondiente a la sede de la
Audiencia Territorial en cuyo ámbito se encontraba incluida, no
constituía para una empresa de sus caracterlsticas una carga
excesiva, sino algo requerido por sus actividades propias, pues la
diligencia debida se sradúa con am:sJo a los respectivos sujetos, ya
que una cosa es el conocer algo, y otra, el tener que conocerlo. El
no tenerlo en cuenta podría en último ténnino cubrir dilaciones
indebidas en el pa¡o de la indemnización fijada en última instaucia
por Jos tribunales, en detrimento (como dijimos en la antes citada
Sentencia 56/1985) de la otra parte. Por ello debe concluirse que la
falta de emplazamiento personal y directo no puede considerane
aquí como vulneración del art. 24.1 de la Constitución, no
habiendo por consi¡uiente lusar a estimar la demanda.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE ]..E CONFIERE LA CONSTlTU­
ClON DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido

Denesar el amparo solicitado por «Inmobiliaria Margú, Socie­
dad Anónima».

Publíquese esta Sentencia en el tdloletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 27 de noviembre de 198ó.-Firmado: Fran­
cisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Uorente.-Luis Diez­
Picazo y Ponce de Le6n.-Antonio Troyal Serra.-Eugenio Diaz
Eimi1.-Míguel Rodri~uez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Ante mt Vale­
riano Palomino Mann.-Rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

la siguicnte
SENTENClA

En el recurso de amparo núm. 602/1985, promovido por don
luan Manuel Orta Borrero, don Francisco Camacho Doblado, don
Miguel Sayago ViHegas. don Francisco Reycs Barca, don Mariano


